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ACTA Nº 21-20
Sesión celebrada el 08 de junio de 2020
Acta de la sesión ordinaria número veintiuno de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, celebrada a las dieciocho horas con seis minutos del ocho de junio del dos mil veinte. 

Con motivo de la situación que vive el país por la emergencia el COVID-19, se realiza la presente sesión de manera virtual vía la aplicación Zoom; esto atendiendo los lineamientos establecidos por las autoridades sanitarias. 
Miembros presentes: Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente; Sra. María Mercedes Flores Badilla, Vicepresidenta; Sr. Olman Alberto Ulate Calderón, Secretario; Sra. Rosibel Jara Velásquez, Prosecretaria; Sr. Rafael Ángel Guillén Elizondo, Tesorero; Sra. Sandra Arauz Chacón, Vocal I; Sr. Hugo Hernández Alfaro, Vocal II; Srta. Ximena Martín Chacón, Vocal III; Sr. Daniel González Ramírez, Vocal IV; Sra. Valeria Di Palma Carter, Vocal V; Sr. Carlos Villegas Méndez, Fiscal.
Funcionarios Asistentes: Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva; Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 

El Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente, procede a dar inicio a la sesión ordinaria Nº 21-20, del 08 de junio de 2020.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 

El Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.- Comprobación de quórum e inicio de la sesión. 2.- Aprobación de Agenda Presidencia. 3.- Lectura y Aprobación del acta ordinaria No.20-2020, 4.- Juramentación: -María Esther Castro, Comisión de Derecho Municipal, Derecho Internacional, -Patricia Burgos Salas, Comisión Derechos Humanos 5.- Informe de Presidencia y Vicepresidencia. 6.- Correspondencia, 7.- Informe de Directores y Directoras. 8.- Informe Dirección Ejecutiva. 9.- Asuntos breves y traslados de Fiscalía.
SE ACUERDA 2020-21-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el Sr. Álvaro Sánchez González.  Siete votos.  
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA ORDINARIA No. 20-2020, DEL 01 DE JUNIO DEL 2020

Revisada el acta 20-20 del 01 de junio del 2020, por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla.

SE ACUERDA 2020-21-002 Aprobar el acta 20-20, celebrada el 01 de junio de 2020. Seis votos. Se abstiene de votar la Directora Valeria Di Palma Carter, por cuanto no estuvo presente en dicha sesión. 
ARTICULO 4) JURAMENTACIÓN -María Esther Castro, Comisión de Derecho Municipal, Derecho Internacional, -Patricia Burgos Salas, Comisión Derechos Humanos
Se conecta la Sra. María Mercedes Flores Badilla. 

a) Juramentación Sra. María Esther Castro, Comisión de Derecho Municipal. 

Al ser las dieciocho horas con ocho minutos se conecta vía aplicación Zoom, la Sra. María Esther Castro. 
El señor Presidente, procede a la juramentación. 
b) Juramentación Sra. Patricia Burgos Salas, Comisión Derechos Humanos.
Al ser las dieciocho horas con ocho minutos se conecta vía aplicación Zoom, la Sra. Patricia Burgos Salas. 

El señor Presidente, procede a la juramentación. 

Al ser las dieciocho horas con diecisiete minutos se desconectan la Sra. Patricia Burgos, y la María Esther Castro Salas.

ARTICULO 5) INFORME DE PRESIDENCIA Y VICEPRESIDENCIA.
5.1 El Sr. Álvaro Sánchez González, indica que se había tomado el acuerdo 2020-17-015 de trasladar al Departamento Legal, la nota de la Sra. Jeannyna Saborío Zúñiga, donde realiza consulta con respecto a que “Hay Juzgados que están exigiendo que la firma digital en una demanda sea autenticada por abogado cuando el que firma no es abogado…” Al respeto el Director Legal, señaló que dicha consulta debe ser remitida al Consejo Superior del Poder Judicial, por lo que solicita la modificación del acuerdo.

SE ACUERDA 2020-21-003 Modificar el acuerdo 2020-17-015, como sigue: Trasladar al Consejo Superior del Poder Judicial, la nota de la Sra. Jeannyna Saborío Zúñiga, donde realiza consulta con respecto a que “Hay Juzgados que están exigiendo que la firma digital en una demanda sea autenticada por abogado cuando el que firma no es abogado…”. Ocho votos. Responsable: Secretaría comunicar. 
5.2 El Sr. Álvaro Sánchez González, con respecto al caso del Sr. Randall Chacón Mena, informa que se comunicó con la Sra. Adriana Solano, Jefa del Despacho de la Vicecanciller, quien le informó que efectivamente el licenciado vendrá con un grupo de repatriados que saldrá en los próximos días, por lo que se estará dando seguimiento al tema.  
5.3 El Sr. Álvaro Sánchez González, indica que se recibió nota AL-CPJN-015-2020, donde la Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia, consulta  criterio sobre el texto actualizado del proyecto de Ley, Expediente N° 21.702, “REFORMA AL ARTÍCULO 171 DEL CÓDIGO DE FAMILIA, LEY 5476, PARA TUTELAR EL INTERÉS SUPERIOR DE LA PERSONA MENOR DE EDAD BENEFICIARIA DE UNA PENSIÓN ALIMENTARIA” el cual me permito copiar de forma adjunta.

SE ACUERDA 2020-21-004 Trasladar a la Comisión de Derecho de Familia, la nota AL-CPJN-015-2020, donde la Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia, consulta criterio sobre el texto actualizado del proyecto de Ley, Expediente N° 21.702, “REFORMA AL ARTÍCULO 171 DEL CÓDIGO DE FAMILIA, LEY 5476, PARA TUTELAR EL INTERÉS SUPERIOR DE LA PERSONA MENOR DE EDAD BENEFICIARIA DE UNA PENSIÓN ALIMENTARIA”. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Derecho Familia. 

5.4 El Sr. Álvaro Sánchez González, comenta que se comunicó con los personeros del Ministerio de Salud, que están analizando el protocolo enviado por el Colegio e indicaron que oportunamente brindarán la respuesta, por lo que tanto la Presidencia como la Dirección Ejecutiva, darán el debido seguimiento. En tal sentido, se mantiene la fecha de realización del examen de excelencia, presencial, a partir del 22 de junio.  
ARTICULO 6) CORRESPONDENCIA.

1. Nota suscrita por la Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, mediante la cual en atención al acuerdo 2020-11-005 presenta sexta lista de ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19, con la que se concluye dicho proyecto. Informes del Departamento Legal, sobre casos similares: AL-367-2012 del Departamento Legal señala lo siguiente:   Si un abogado suspendido por morosidad no cancela las cuotas adeudadas, no podrá gozar de las prerrogativas que su pago implica, tales como las del régimen de seguridad social. De conformidad con lo anterior, el auxilio al que hace referencia el artículo 30 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, supone que el agremiado debe estar al día en el pago de sus obligaciones con el Colegio (cuotas de colegiatura) ya que de esto depende que el fondo de Mutualidad subsista, y estar activo, entendido esto como el hecho de no encontrarse suspendido por ninguna razón. Al no estar el patente a derecho en sus obligaciones con la Corporación, el auxilio requerido no puede serle reconocido, ya que de ser así se estaría privando a otros agremiados que si han contribuido con el mantenimiento del fondo de Mutualidad de poder acceder a un auxilio de esta naturaleza. Así mismo se encuentra marcado en verde, los que tiene montos importantes en el Fondo Acumulado y de los cuales podría considerarse rebajar el monto de la posible ayuda. Las celdas marcadas en naranja son de aquellas personas a las que el trabajador no pudo localizar por ningún medio posible y por ende no fue posible realizar la entrevista requerida para ahondar en la situación del agremiado.  Es importante que el acuerdo recuerde que la ayuda brindada es por una única vez.   Ahora bien, para poder brindar la ayuda a las siguientes personas es necesario nuevamente realizar una modificación presupuestaria para tomar los ¢6.361.234,60 que hacen falta para atenderlas, del superávit del Fondo de Mutualidad.
El Sr. Hugo Hernández Alfaro, consulta si con esta lista se dan por finalizadas las ayudas por motivo que se acabó el presupuesto destinado para tal fin. La Sra. Ethel Franco Chacón, señala que es la última lista de ayudas que entraron en la fecha límite con motivo del COVID-19, y que efectivamente ya no se cuenta con presupuesto, pero en caso que se presente alguna solicitud por otro tipo de situación especial, tendría que revisarse de que partida realizar una modificación presupuestaria para atender la situación. 
La Sra. Ximena Martín Chacón, consulta si ya se divulgó el tema de las ayudas que se han estado otorgando. La señora Directora Ejecutiva, indica que el Departamento de Comunicación y Mercadeo elaboró un video interactivo con el monto total que se ha asignado en ayudas, el cual un 94% se entregó a abogados litigantes, también lo otorgado por el fondo de retiro acumulado.  
El Sr. Álvaro Sánchez González, comenta que en el boletín informativo publicado en día de hoy, salió un video relacionado con la Auditorias de los últimos diez años, para que por favor se distribuya entre los contactos.
Por otra parte, reitera el agradecimiento a la Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, y equipo de trabajo, por su importante gestión en el tema de las ayudas por la afectación del COVID-19. 
Destaca el Sr. Presidente, que el aporte dado por el Colegio a los agremiados afectados será un alivio para cubrir algunas de sus necesidades. 
Por lo anterior, agradece además el apoyo de la Junta Directiva en todos los acuerdos que se han tomado para mitigar la situación. Lo hace extensivo al gremio, porque se trata de un esfuerzo conjunto. 
La Sra. María Mercedes Flores Badilla, solicita dejar consignada en el acta, la cantidad de personas beneficiadas y el monto que representa. La Sra. Ethel Franco, indica que brindará el dato en su informe de Directora Ejecutiva. 
Al ser las dieciocho horas con treinta y un minutos se conecta el Sr. Olman Ulate Calderón. 
La Sra. Rosibel Jara Velásquez, solicita adicionar en el acuerdo de las ayudas, la fundamentación dada en el acuerdo 2020-15-002.
SE ACUERDA 2020-21-005 Se avala el informe de la Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, mediante la cual en atención al acuerdo 2020-11-005 presenta la sexta y última lista de  ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19. Se aplica para los que tienen deuda pendiente por colegiatura, la siguiente fundamentación aprobada mediante acuerdo 2020-15-002: “El Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica es un ente público no estatal, creado por la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas N° 13 del 28 de octubre de 1941.  
De conformidad con los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la República, mismos que nos resultan de aplicación a los entes públicos, estamos sujetos al Principio de Legalidad, el cual implica que estamos sometidos al ordenamiento jurídico y únicamente podemos realizar aquellos actos o servicios que nos autorice el ordenamiento jurídico.

Al tenor de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, en sus artículos 30 y siguientes, los abogados para poder ejercer y gozar de todos sus derechos como agremiado, deberán cancelar una colegiatura mensual y si ello no ocurre la Junta Directiva por imperativo legal deberá suspender a quien incumpla, según los requisitos de ley. Es decir si el abogado no está al día en el pago de sus cuotas no puede ejercer ni gozar de los beneficios de estar afiliado y al día.  De dicha colegiatura el 80% nutre el Fondo de Mutualidad y Subsidios y el 20% el funcionamiento del Colegio.

Ahora bien, la única excepción al principio de legalidad que ordena el pago de la colegiatura para gozar de los beneficios, es el caso del estado de emergencia, regulado en la Ley Nacional de Emergencias número 8488 que regula:

"Artículo 1º-Objeto. La presente Ley regulará las acciones ordinarias, establecidas en su artículo 14, las cuales el Estado Costarricense deberá desarrollar para reducir las causas de las pérdidas de vidas y las consecuencias sociales, económicas y ambientales, inducidas por los factores de riesgo de origen natural y antrópico; así como la actividad extraordinaria que el Estado deberá efectuar en caso de estado de emergencia, para lo cual se aplicará un régimen de excepción.
Artículo 2º-Finalidad. La finalidad de estas normas es conferir un marco jurídico ágil y eficaz, que garantice la reducción de las causas del riesgo, así como el manejo oportuno, coordinado y eficiente de las situaciones de emergencia.

Asimismo, esta Ley tiene la finalidad de definir e integrar los esfuerzos y las funciones del Gobierno Central, las instituciones descentralizadas, las empresas públicas, los gobiernos locales, el sector privado y la sociedad civil organizada, que participen en la prevención y atención de impactos negativos de sucesos que sean consecuencia directa de fuerza mayor o caso fortuito.

Artículo 3º-Principios. Para aplicar esta Ley, se tomarán en consideración, los siguientes principios fundamentales en esta materia:

Estado de necesidad y urgencia: Situación de peligro para un bien jurídico que solo puede salvarse mediante la violación de otro bien jurídico, con el menor daño posible para el segundo y a reserva de rendir luego las cuentas que demandan las leyes de control económico, jurídico y fiscal.

Solidaridad: Responsabilidad de las instituciones del Estado de realizar esfuerzos comunes para proteger la vida, la integridad física y el patrimonio de todos los costarricenses, considerando prioritaria la atención de las necesidades de los más vulnerables bajo los preceptos de equidad y razón.

Integralidad del proceso de gestión: La gestión del riesgo se basa en un abordaje integrado, en el cual se articulan los órganos, las estructuras, los métodos, los procedimientos y los recursos de la administración central, la administración descentralizada, las empresas públicas, los gobiernos locales, procurando la participación del sector privado y de la sociedad civil organizada.

Razonabilidad y proporcionalidad: Entre varias posibilidades o circunstancias deberá escogerse la mejor alternativa para atender un estado de urgencia y necesidad, de manera compatibles con los recursos existentes, procurando que las soluciones sean conformes con el fin superior que se persigue.

Coordinación: Principio de acción para hacer confluir hacia un mismo .n competencias diversas de diferentes actores. Permite reconocer la autonomía e independencia de cada uno de ellos; pero, a la vez, direcciona en forma concertada y sistémica hacia propósitos comunes.

Protección de la vida: Quienes se encuentran en el territorio nacional deben ser protegidos en su vida, su integridad física, sus bienes y el ambiente, frente a los desastres o sucesos peligrosos que puedan ocurrir.

Prevención: Acción anticipada para procurar reducir la vulnerabilidad, así como las medidas tomadas para evitar o mitigar los impactos de eventos peligrosos o desastres; por su misma condición estas acciones o medidas son de interés público y de cumplimiento obligatorio".

 

En donde el Dictamen de la Procuraduría General de la República número C-221-2005 indicó:

 

"La urgencia como fuente del ordenamiento

La Administración Pública está sujeta al principio de legalidad de acuerdo con la jerarquía de las normas. Pero, el ordenamiento no sólo se compone de normas jurídicas, sino también de principios y valores. Estos también son fuente del ordenamiento y pueden, consecuentemente, fundar la adopción de decisiones administrativas.

Uno de los principios que informan el ordenamiento es precisamente el del mantenimiento de éste y del Estado: “salus populi suprema lex est”, que obliga a la Administración a actuar para responder efectivamente a la situación excepcional. La necesidad de preservar la institucionalidad y el orden jurídico regular obligan a aplicar otras reglas que se adecuen a las nuevas y excepcionales circunstancias. Con base en lo cual se admite que la necesidad puede ser fuente del ordenamiento. Se permite con ello que ante situaciones o circunstancias excepcionales la legalidad ordinaria sea sustituida por una legalidad extraordinaria o de crisis.

Diversos institutos pretenden reflejar esa necesidad y determinan el margen de actuación de las autoridades públicas. Lo importante es que la emergencia o la urgencia, el estado de necesidad pueden autorizar que el Poder Ejecutivo emita decretos de urgencia que desaplican la ley ordinaria en virtud de la propia situación excepcional que se presenta. Una ley ordinaria que responde a una situación de normalidad, carente de respuestas para la situación que se presenta:

"“El "estado de necesidad" permite al Poder Ejecutivo excepcionar cualquier área de actividad del trámite ordinario y ese ejercicio conlleva, en algunos casos, un desplazamiento y otros un acrecentamiento de competencias; el derecho excepción -formado por el conjunto de normas dictadas en un momento de necesidad- deviene en inconstitucional en caso de normalidad, precisamente por ello, esta Sala estima que debe ser reflejo cierto de una realidad fáctica excepcional; otra de las características esenciales del estado de emergencia es su transitoriedad, no es admisible un trámite de excepción para realizar actividad ordinaria de la administración, aunque ésta sea de carácter urgente; además, la medida de emergencia para que se entienda como de desarrollo constitucional debe tener como propósito el bien común, debe ser justa y razonable( proporcionada en sentido estricto). Es decir, no basta con que se justifique el accionar administrativo en un estado de necesidad, la actuación material o normativa de la administración -en casos de necesidad- siempre podrá ser enjuiciada a luz de los principios que se han señalado y de ello nos ocuparemos a continuación” . Sala Constitucional, resolución N° 6503-2001 de 9:25 hrs. del 6 de junio de 2001.

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha tenido particular cuidado en diferenciar el estado de necesidad y urgencia de la mera urgencia. La mera urgencia sería la necesidad de satisfacer una necesidad apremiante (“la pronta ejecución o remedio a una situación dada, que se ha originado en los efectos de cómo ha sido manejada ella misma”, resolución de la Sala Constitucional N° 1369-2001 de 14:10 hrs. de 14 de febrero de 2001). El criterio mantenido desde la resolución 3410-92 de las 14:45 hrs. de 10 de noviembre de 1992 es que la mera urgencia no autoriza desconocer el ordenamiento jurídico. En tratándose de la afectación de la prestación de los servicios se considera que la situación sólo configura un estado de necesidad y de urgencia, cuando se presentan hechos naturales que califican como fuerza mayor o caso fortuito (resolución N° 1369-2001 de 14:30 hrs. del 14 de febrero de 2001). Los problemas que pueda presentar un servicio público en virtud de la falta de inversión o bien, por la falta de prevención, aún cuando arriesguen la continuidad y la eficiencia del servicio no justifican una legalidad de excepción.

Al respecto, no puede olvidarse que la emergencia y urgencia en tanto permiten una legalidad de crisis constituyen la vulneración más grave que el principio de juridicidad pueda sufrir. Por ende, su admisión no puede ser sino verdaderamente excepcional".
Además el autor Agustín Gordillo en su obra Después de la Reforma de Estado 1998 aclara que no es estado de emergencia la simple urgencia sino únicamente aquella que es gravísima, para efectos de poder quebrar la aplicación exacta del principio de legalidad.

Así las cosas, es factible adoptar medidas excepcionales que quiebren el principio estricto de legalidad en casos de emergencia (no simple urgencia) pero los límites vienen dados por la existencia de dicha emergencia y por los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la medida.
Ahora bien, considerando que existe en el país una declaratoria de emergencia, una alerta amarilla y hasta una orden sanitaria notificada al Colegio, en donde es noticia pública y notoria la crisis sanitaria e impacto en la economía, se decide conceder la ayuda económica que solicitan los agremiados indicados, a pesar de que tienen adeudos con el Colegio, pues los mismos son justamente por la crisis económica derivada de la crisis sanitaria.  Ahora bien, en un equilibrio entre la aplicación de nuestro deber según el artículo 1 inciso 7 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, deber de decretar auxilios necesarios para proteger a profesionales en desgracia y nuestro deber de cobrar las colegiaturas para financiar el Fondo de Mutualidad y Subsidios y el funcionamiento del Colegio, estimándose que dicha medida es razonable, proporcional y suficiente para salvaguardar los intereses de nuestros agremiados, rebajar de la ayuda económica a conceder el monto de las cuotas adeudadas a la fecha, pero de previo solicitar al agremiado autorización por escrito para proceder a dicho rebajo.  De esta manera se pretende proteger a los afiliados en condiciones económicas dificultosas y a la vez salvaguardar los fondos de los subsidios con que se continuará brindando ayudas. SE ACUERDA Con respecto al tema de la aprobación de la ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19, y que tienen deudas pendientes por concepto de cuota de colegiatura, se acuerda establecer que se les entregue el monto recomendado por la Dirección Ejecutiva, el cual se basa en el estudio e informe del trabajador social y que de ese monto se les rebaje lo correspondiente a la deuda por concepto de colegiatura, para lo cual se les solicitará de previo su autorización escrita para efectuar dicho rebajo. En razón de este trámite, se entregará la ayuda dando prioridad a los que se encuentran al día en el pago de las cuotas de colegiatura. De lo anterior, se destaca que por ley es deber mantener al día el pago, pero que esta ocasión por la situación de emergencia y por la vía de excepción que genera la crisis, es que se interpreta el principio de legalidad a través de otros principios.  Ayudas: -Luisa Jorleny Morales Acosta, ¢200.000,00, - María Cristina Gutiérrez Núñez, ¢200.000, 00, - Lilly Isabel Gutiérrez Clachar, ¢300.000,00, -Diego Armando Hernández Solís, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, - Elizabeth Gamboa Prado, ¢300.000,00, -Enrique Araya Vargas, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00- Fernando Martín González Rojas, ¢200.000,00, -Víctor Herman Smith Hare, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, - Krysbell Ríos Myrie, ¢300.000,00, - Rafael Gerardo Brooks Mc Kenzie, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00.- Lisbeth Rojas Fernández, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, -Madelin Campos Obando, ¢200.000,00- Dunia Lorena Quesada Soto, (cuotas pendientes) ayuda por ¢200.000,00, - Lourdes Lios Rodríguez,  (cuotas pendientes) ayuda por ¢200.000,00. -Ronald Joaquín Campos Arias, ¢300.000,00, -Freddy Hernández Jiménez, ¢300.000,00, - María Gabriela Ruiz Montero, ¢300.000,00, - María Ines Corea Montenegro, ¢300.000,00, - Ivette Veronica Barrelier Pérez, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, -Trinidad Carrillo Diaz, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, - Maylin Chinchilla Vargas, ¢300.000,00, - Nagari Dahitza Suarez Vargas, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, - Miguel Garos Alvarado, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, - Christopher Ross López, (cuotas pendientes) ayuda por ¢200.000,00, - Melissa Alfaro Fallas, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00. , -Juan Carlos Miranda Ugalde, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00 - Lara Lancaster Cortés, ¢200.000,00, - Cinthia Margoth Quesada Gómez, ¢300.000,00, - Olger Mario Castro Castro, ¢200.000,00, - María Ester Martínez Traña, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, -Howard Max Thompson Fennell, ¢300.000,00, -Marjorie Patricia Poveda Vargas, (cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00, -Wilder Aaron Thorpe Rodríguez, ¢100.000,00. El trabajador social no logró localizar a -Roger Antonio Valverde Sancho, - Luis Diego Vega Calvo, por lo que se procederá nuevamente a tratar de localizarlos para la debida entrevista y estudio. Seis votos. Responsable: Dirección Finanzas y Presupuesto. Voto en contra de Sra. Ximena Martín Chacón, Sra. Valeria Di Palma Carter y Sr. Rafael Ángel Guillen Elizondo, quienes sobre el tema de cómo proceder con los que tiene deuda por cuota de colegiatura, votaron en contra del acuerdo 2020-15-002 del que se hace mención, por adherirse al criterio expuesto por el Asesor Legal.
SE ACUERDA 2020-21-006 Aprobar una modificación presupuestaria para rebajar del superávit del Fondo de Mutualidad, el monto de ¢6.361.234,60  con el fin de dotar de recursos a la partida de ayudas económicas del mismo Fondo y así poder cubrir el monto total de la sexta y última lista de ayudas presentadas por agremiados que se encuentran en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19. Nueve votos. Responsable: Dirección Finanzas y Presupuesto.

2. Nota suscrita por el Sr. Eugenio E. Regidor Fernández, Departamento de Comunicación y Mercadeo, mediante la cual presenta alianzas comerciales con:  -LAURÁCEAS LODGE & GARDEN  (LAURÁCEAS DEL BOSQUE S.A.).-INVESTIGACIONES JURÍDICAS SOCIEDAD ANÓNIMA(EDITORIAL), Renovación, -SU CASA DESARROLLOS DE VIVIENDA SOCIEDAD ANÓNIMA, -VOLVO (GILDEMEISTER         COSTA RICA       SOCIEDAD ANÓNIMA.  RENOVACIÓN.

El Sr. Hugo Hernández Alfaro, sugiere dar la divulgación respectiva a las alianzas, ya que pocas personas tienen conocimiento. El Sr. Presidente solicita a la Directora Ejecutiva, realizar la observación al Departamento de Comunicación y Mercadeo.   
SE ACUERDA 2020-21-007 Autorizar al señor Presidente a firmar el convenio para la alianza comercial con:  -LAURÁCEAS LODGE & GARDEN  (LAURÁCEAS DEL BOSQUE S.A.).-INVESTIGACIONES JURÍDICAS SOCIEDAD ANONIMA (EDITORIAL), Renovación, -SU CASA DESARROLLOS DE VIVIENDA SOCIEDAD ANÓNIMA, -VOLVO (GILDEMEISTER  COSTA RICA  SOCIEDAD ANÓNIMA, renovación. Nueve votos. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo. 
3. Nota DAI-046-2020, suscrita por el Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, indica que después de realizado el plan piloto para la implementación del examen en línea, esta Dirección considera que el sistema “smowltlech” reúne las condiciones de seguridad y validez, dentro de un rango esperado de incertidumbre. Hubo problemas de ingreso, sí, hubo problemas de equipos, sí, se logró identificar comportamientos inadecuados, sí.   Los inconvenientes presentados son posibles de corregir, y son más de tema tecnológico, lo cual con un buen planeamiento se pueden solventar, permitiendo que la realización de la prueba sea segura y confiable, tanto para el colegio como para los participantes, donde todos tendrán igualdad de condiciones en la realización de la prueba.  
El Sr. Hugo Hernández Alfaro, externa la importancia de agradecer el esfuerzo al Sr. Gerardo Solís Sequeira. 
SE ACUERDA 2020-21-008 Trasladar a la Comisión de Derecho Informático y a la Comisión para analizar un proceso para la eventual aplicación a futuro del examen de excelencia académica virtual, la nota DAI-046-2020, del Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, sobre el plan piloto para la implementación del examen en línea, con el sistema “smowltlech”. Nueve votos. Responsable: Comisión Derecho Informático. Comisión proceso para la eventual aplicación a futuro del examen de excelencia académica virtual.
SE ACUERDA 2020-21-009 Externar agradecimiento al Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, por el esfuerzo realizado en el tema de investigación para la posible implementación a futuro del examen de excelencia en línea. Nueve votos. Responsable: Secretaría comunicar. 
4. Nota DAI-050-2020, suscrita por el Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, mediante la cual remite correo del Sr. Carlos Pérez Brenes. Al Licenciado se le informó en otras comunicaciones por el mismo medio, que en cuanto se tenga definida la nueva fecha del examen de excelencia académica, todos los postulantes serán notificados.  
SE ACUERDA 2020-21-010 En atención a la nota del Sr. Carlos Pérez Brenes, se le comunica el siguiente acuerdo “2020-20-018  …en razón del Principio de Legalidad de los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, mismos que son de aplicación para el Colegio de Abogados y Abogadas, en razón de la naturaleza del mismo como ente público no estatal, el Colegio únicamente puede hacer aquello que la Ley le faculta.  Ahora bien, el bloque de legalidad del Colegio ordena que se efectúe el Examen de Excelencia a todos los Licenciados en Derecho para efectos de optar por su incorporación y ejercicio profesional, sin excepciones. En razón de lo anterior no es posible eximir de dicha prueba a ningún aspirante.  El Colegio ha tenido que suspender el calendario de evaluaciones que se tenía previsto para este año en razón de la crisis sanitaria que vive el país por el Covid-19 y la notificación que hizo el Ministerio de Salud al Colegio de una Orden Sanitaria en donde se ordenó al Colegio suspender toda actividad masiva. No obstante lo anterior, hemos estado pendientes de los nuevos lineamientos del Ministro de Salud que ha venido flexibilizando las medidas iniciales y permitiendo mayor aforo por lo que hemos elaborado un Protocolo que está presentado para su aprobación final a efectos de reiniciar exámenes presenciales a partir de 22 de junio del 2020. Oportunamente se estará comunicando las fechas, grupos, horarios y lugares en que se estará recibiendo a los distintos aspirantes para su examen”.  Nueve votos. Responsable: Secretaría comunicar. 
5. Nota suscrita por la Sra. Dennia Fernández Morales, Directora CIJUL en Línea, mediante la cual remite Informe de Desempeño y Progresión del Centro de Investigación Jurídica en Línea  (CIJUL), durante el mes de mayo del presente año, según las mediciones del WebMaster Tools y de Google Analytics. Cijul apareció 1.35 millones de veces en resultados de búsqueda, en promedio 709 personas al día. 
El Sr. Hugo Hernández Alfaro, consulta por qué en el informe se indica liberar la información al público hasta el 2015 y no hasta 2018 o 2019. 
SE ACUERDA 2020-21-011 Se tiene por recibido el Informe de Desempeño y Progresión del Centro de Investigación Jurídica en Línea  (CIJUL), y se externa cordial agradecimiento y felicitación a la Sra. Dennia Fernández Morales, Directora del CIJUL, por el trabajo que realiza el departamento a su cargo.  Nueve votos. Responsable: Secretaria comunicar. 
6. Nota CDH-005-20, suscrita por el Sr. Tomás Poblador Ramírez, Coordinador Comisión Derechos Humanos, mediante la cual remite acuerdo de la sesión ordinaria 03-20, celebrada el 05 de junio 2020:  “SE ACUERDA 2020-CDH03-002 Se exhorta a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas, para que en la organización de mesas redondas, seminarios o actos similares, se implemente la paridad de género, a la vez mostramos satisfacción y se solicita reforzar el criterio de la Junta Directiva de que en estas mesas redondas y actividades exista la tutela de posiciones contradictorias para enriquecer el debate. Cinco votos”.  
Al respecto se toma nota. 
7. Nota AL-CJ-21107-0102-2020, suscrita por la Sra. Daniela Agüero Bermúdez, Jefa de Área Comisiones Legislativas VII, mediante la cual indica que la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, tiene para su estudio el proyecto: N.° 21.107 “Ley de Sociedades Profesionales”.  
SE ACUERDA 2020-21-012 Trasladar a la Comisión de Derecho Civil y Mercantil, la nota AL-CJ-21107-0102-2020, de la Sra. Daniela Agüero Bermúdez, Jefa de Área Comisiones Legislativas VII, donde indica que la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, tiene para su estudio el proyecto: N° 21.107 “Ley de Sociedades Profesionales”. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Derecho Civil y Mercantil. 
Al ser las diecinueve horas con once minutos se conecta el Sr. Daniel González Ramírez.  

8. Nota FCPR-17-JUN-2020, suscrita por el Ing. Químico Olivier Álvarez Calderón, Presidente Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica, mediante la cual solicita: a) Una síntesis de un máximo de 3 pronunciamientos y/o propuestas de medidas principales que su Colegio ha hecho público, y si no lo que consideran prioritario proponer al Gobierno de la República en el ámbito temático de su disciplina o especialidad científica de sus profesionales afiliados. Así mismo, indicarnos si han recibido respuesta de entidades gubernamentales para sus propuestas. b) Indicar si están dispuestos a integrar mesas de trabajo o aportar criterios profesionales a propuestas, directrices o proyectos de Ley que se estén promulgando en ámbito de especialización profesional, en caso de que así sea requerido. c) Resumir las principales medidas que su Colegio ha tomado tanto para ayudar a sus agremiados durante la pandemia y los servicios que ha brindado a la población, empresas, gobierno o grupos específicos que lo necesiten. Se agradece que remitan sus respuestas en el plazo de 10 días. 

SE ACUERDA 2020-21-013 En atención a la nota FCPR-17-JUN-2020, del Ing. Químico Olivier Álvarez Calderón, Presidente Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica, se comisiona a la Sra. Valeria Di Palma Carter, brindar seguimiento a solicitado.  Diez votos. Responsable: Valeria Di Palma Carter. 
9. Correo electrónico enviado por el Sr. Hugo Quesada Monge, Encargado de Oficina de Seguridad Social, INS, mediante el cual remite reporte de estado de gestión adelanto fondo de retiro por la emergencia COVID-19, al 01 de junio. 
SE ACUERDA 2020-21-014 Que el Departamento de Comunicación y Mercadeo lo incluya en el informe a divulgar para conocimiento de los agremiados y agremiadas, sobres las acciones realizadas con motivo de la emergencia nacional. Nueve votos. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo.  
10. Nota suscrita por el Sr. Carlos Eduardo Quesada Hernández Presidente Junta Directiva ICODEN, mediante la cual solicita a ese honorable órgano la revisión del acuerdo número 2020-18-008, de fecha 26 de mayo, 2020, en referencia a la integración del Jurado para el premio Rodrigo Odio González. El Reglamento que rige dicha premiación dispone en el artículo 4 como sigue: “Durante el mes de enero de cada año, la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica integrará el comité o jurado encargado de la escogencia de la persona merecedora del premio. El jurado se integrará con: a. Tres miembros de la junta directiva del colegio de abogados y b. Dos miembros de la junta directiva del instituto costarricense de derecho notarial.” (Los destacados no son del original) En el acuerdo recibido indica que el jurado está compuesto por cuatro miembros de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, y nos solicitan que nombremos una persona por parte del ICODEN. Por otra parte en dicho acuerdo se indica además que la Unión de Abogados y Notarios debe de nombrar un integrante para ser parte del Jurado. Es por tal motivo solicitamos muy respetuosamente se revise lo acordado, dado que no se ajusta al reglamento vigente.
SE ACUERDA 2020-21-015 En atención a la nota  Sr. Carlos Eduardo Quesada Hernández Presidente Junta Directiva ICODEN, se le informa que en la Gaceta 16 del 17 de enero, con respecto al Premio Anual de Notariado Rodrigo Odio González, su publicó: a) la modificación del artículo 4, a fin de que el jurado se integre en el mes de marzo de cada año y su integración sea por cuatro miembros de Junta Directiva, dos representantes del ICODEN y dos representantes del UNEBAN. b) la modificación del artículo 5, en el sentido que la decisión del Jurado será por mayoría simple. Por otra parte, en la Gaceta 129 del 02 de junio se publicó, la siguiente modificación que aprobó esta Junta Directiva: artículo 1) para que contenga lenguaje inclusivo y  artículo 2) para que el premio sea entregado a un notario y a una notaria. Nueve votos. Responsable: Secretaría comunicar. 
11. Nota 5069-2020, suscrita por el Sr. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino, Secretaría General de la Corte, mediante la cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 44-2020 celebrada el 07 de mayo de 2020.
… “se acuerda por mayoría: 1.) De conformidad con el artículo 219 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se le impone al acusado Carlos José Carrera Castillo el extremo menor para este tipo de faltas, la cual consiste en una multa de cinco días, la cual se fija considerando el salario base de ¢ 446.200,00 (cuatrocientos cuarenta y seis mil doscientos colones exactos), sobre el cual se definen las penas a aplicar por la comisión de diversas figuras delictivas contenidas en el Código Penal (artículo 53) y demás normativa, durante el año 2019, según Circular N° 174-2018 del Consejo Superior del Poder Judicial del 20 de diciembre del 2018. Así, el monto a pagar es de ¢ 37.185.00 (treinta y siete mil ciento ochenta y cinco colones exactos), calculados de la siguiente manera: salario base del año 2019, equivalentes a ¢ 14.873.33 por día (catorce mil ochocientos setenta y tres mil con treinta y tres céntimos), lo cual se multiplica por 50% que es el máximo de los ingresos por día sujeto a multa, para un monto de ¢ 7.437.00 (siete mil cuatrocientos treinta y siete colones exactos), la cual se procede a multiplicar por los cinco días de sanción para un total de ¢ 37.185.00 (treinta y siete mil ciento ochenta y cinco colones exactos).  2.) Conforme lo establece el artículo 222 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá el acusado Carlos José Carrera Castillo en el plazo de tres días, contados a partir de la notificación del presente acuerdo, pagar o depositar la multa impuesta a la orden del Colegio de Abogados, si no lo hiciere, una vez vencido ese plazo y sin necesidad de una nueva resolución que así lo declarare, asumirá las consecuencias señalas en dicho numeral. 3.) Hacer este acuerdo del conocimiento del Colegio de Abogados para que ejecute lo correspondiente. 4.) Notificar este acuerdo a las partes que señalaron.”
SE ACUERDA 2020-21-016 Que la Dirección Ejecutiva, de seguimiento al depósito de la multa indicado en la nota 5069-2020, del Sr. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino, Secretaría General de la Corte, acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 44-2020 celebrada el 07 de mayo de 2020. Diez votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. 
12. Correo electrónico enviado por la Unión Internacional de Notariado, mediante el cual indica que la UINL está colaborando con la agencia de las Naciones Unidas "FAO" en una Guía Técnica sobre la tenencia responsable de la tierra. La Guía incluirá buenas prácticas notariales de todas las partes del mundo.  Solicita verificar el texto ejemplo de su Notariado que hemos integrado en la guía y nos comunique sus eventuales comentarios y observaciones antes del 12 de junio. Si no recibimos ningún comentario antes de este plazo, consideraremos que no tienen ninguna observación específica e incluiremos los ejemplos en la publicación final. 

SE ACUERDA 2020-21-017 Trasladar a la Coordinadora de la Comisión de Notariado, el correo electrónico enviado por la Unión Internacional de Notariado, donde indica que la UINL está colaborando con la agencia de las Naciones Unidas "FAO" en una Guía Técnica sobre la tenencia responsable de la tierra, por lo que solicita verificar el texto que se ha integrado en la guía y comunicar sus eventuales comentarios y observaciones antes del 12 de junio. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Coordinadora Comisión de Notariado. 
13. Nota suscrita por el Ing. Jhoiner Emmanuelle Acuña Zamora, Presidente, Fundación apoyo para Afectados por la Gobernabilidad y la Eficiencia Pública, mediante la cual solicita a través del Área de Servicio Social: -“Posibilidad de que un notario público nos auxilie en la presentación de los dos acuerdos protocolizados, ante el Registro Nacional de Costa Rica, acuerdos estos de la “Fundación Enriquecimiento Ambiental versus Soporte a Entes de Seguridad en Costa Rica”. -Que se estudie la posibilidad de que un notario público nos auxilie en la presentación de los dos acuerdos protocolizados, ante el Registro Nacional de Costa Rica, el mismo de la “Fundación apoyo para Afectados por la Gobernabilidad y la Eficiencia Pública”. Por no contar con liquidez monetaria para cubrir los respectivos honorarios”. Adjunta resumen ejecutivo de la Fundación. 

SE ACUERDA 2020-21-018 En atención a la nota del Ing. Jhoiner Emmanuelle Acuña Zamora, Presidente, Fundación apoyo para Afectados por la Gobernabilidad y la Eficiencia Pública, donde solicita colaboración con la presentación de algunos documentos notariales, esta Junta Directiva destaca la importante labor que realiza la Fundación y desea el mayor de los éxitos, pero  lamentablemente el Colegio por ley, no se encuentra facultado para brindar colaboración gratuita en asuntos notariales según lo que establece el art. 143 del Código Notarial que en su inciso f) prevé suspensiones de hasta por un mes al Notario (a) Público que no se ajuste a las tarifas fijadas para los honorarios notariales y cobren menos o se excedan en el cobro. Diez votos. Responsable: Secretaria comunicar.
14. Correo electrónico enviado por el Sr. Ignacio Azofeifa A., vecino de Puntarenas y lamentablemente desempleado desde marzo 2017 hasta la fecha, mediante el cual ante la difícil situación, plantea gestión para que el Colegio realice una campaña sobre las aptitudes que tienen los abogados para distintos trabajos. 

La Sra. Rosibel Jara Velásquez, sugiere llevar a cabo una campaña de actualización de datos y que los agremiados incluyan las materias en las que son especialistas, para facilitarle a los usuarios que accedan a la página del Colegio a encontrar especialistas en diversos campos y a los agremiados a promocionarse. 
El Sr. Hugo Hernández Alfaro, señala que la solicitud del agremiado, es para que se enfatice que por su formación, el abogado también se encuentra facultado para otras materias, no solo para litigar. Por lo tanto se le debe indica que hay disposición de ayudarlos pero que hay limitaciones que deben entenderse por ser propias de otras profesiones. 
SE ACUERDA 2020-21-019 En atención a la nota Sr. Ignacio Azofeifa A., se le informa que efectivamente esta Junta Directiva es consiente que existen limitaciones de orden jurídico en relación con las distintas profesiones que incluso todas se encuentran en la Federación de Colegios Profesionales Universitarios, pero que siempre que haya un abogado que en un asunto específico estime que puede brindar sus servicios profesionales y que a criterio del Colegio de Abogados no riñe con otras profesiones, se estaría dispuesto el Colegio a brindar el apoyo correspondiente. Diez votos. Responsable: Secretaría comunicar. 
15.  Informe AL-190-2020, suscrito por el Sr. Arnoldo Segura Santisteban, Director Departamento Legal, respecto del recurso extraordinario de revisión previsto por el artículo 18 del Reglamento de Deontología Jurídica, Vigilancia y Excelencia Académica, interpuesto por César Enrique Quirós Mora, en contra del acuerdo 2020-11-032 de la sesión 11-20.  … “CONCLUSIÓN. Con fundamento en lo señalado y por no haberse determinado la existencia de alguno de las causales previstas por el artículo 353 de la LGAP, lo procedente es declarar inadmisible el recurso extraordinario de revisión interpuesto por César Enrique Quirós Mora. Instruir a la Dirección Académica y de Incorporaciones, a efecto de que remita al petente los archivos del acuerdo que se recurre, así como el del informe que se avala, sea el AL-95-2020-271 y finalmente para que notifique lo resuelto e informe a esta Junta Directiva sobre el cumplimiento de lo indicado”. 
El Sr. Hugo Hernández Alfaro, señala que se debe enviar con la respuesta el informe completo con la fundamentación del por qué se le rechaza. 
SE ACUERDA 2020-21-020 Se avala el informe AL-190-2020, del Sr. Arnoldo Segura Santisteban, Director Departamento Legal, respecto del recurso extraordinario de revisión previsto por el artículo 18 del Reglamento de Deontología Jurídica, Vigilancia y Excelencia Académica, interpuesto por César Enrique Quirós Mora, en contra del acuerdo 2020-11-032 de la sesión 11-20. Se hacen propios los fundamentos del informe … “CONCLUSIÓN. Con fundamento en lo señalado y por no haberse determinado la existencia de alguno de las causales previstas por el artículo 353 de la LGAP, lo procedente es declarar inadmisible el recurso extraordinario de revisión interpuesto por César Enrique Quirós Mora. Instruir a la Dirección Académica y de Incorporaciones, a efecto de que remita al petente los archivos del acuerdo que se recurre, así como el del informe que se avala, sea el AL-95-2020-271 y finalmente para que notifique lo resuelto e informe a esta Junta Directiva sobre el cumplimiento de lo indicado”. Diez votos. Responsable: Departamento Legal. 
ARTICULO 7) INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.
7.1 El Sr. Olman Ulate Calderón, indica que la Sra. Karol Valverde Miranda, aclaró que la solicitud de ayuda que hizo al Colegio, no fue por afectación del COVID-19, sino que obedece a otras situaciones difíciles que se le están presentando. El Sr. Presidente, indica que en la sesión anterior se conoció la aclaración y se tomó el acuerdo de que la Dirección Ejecutiva revise el tema. 
7.1.1 El Sr. Olman Ulate Calderón, indica que el Sr. Rafael Sanabria, consultó el motivo por el cual el Colegio no ha reactivado el servicio de gimnasio, si hay una orden a nivel nacional de abrirlos los protocolos establecidos.  
Al respecto se le dará el debido seguimiento. 

7.1.2 El Sr. Olman Ulate Calderón, señala que algunos postulantes indican que recibieron la nota donde se les informa que después del 22 de junio se aplicará el examen de excelencia, por lo que consultan si se tiene la fecha aproximada. 

Por otra parte, con respecto el tema de la posibilidad de un examen virtual a futuro, indica que para tomar una decisión como Directivo, esperará los informes de la Comisión que lo está analizando y el criterio de la Comisión de Derecho Informático.    
7.2 La Sra. Rosibel Jara Velásquez, comenta que hoy se llevó a cabo una reunión virtual con funcionarios de la Carrera Judicial del Poder Judicial, a efectos de que explicaran el procedimiento que utilizan para la aplicación de los exámenes virtuales de los aspirantes a jueces. Indicaron que utilizan la plataforma Moodle, donde lo que hacen es descargar un plugin y se almacena en un servidor Assuer que administra Google, en donde se mantienen exámenes electrónicos que se aplican en tabletas, pero son presenciales donde se obtiene la nota de inmediato.  Lo anterior con la ventaja que la persona se va con la nota, se ahorra horas hombre evaluando exámenes. Además tienen un reglamento donde no se contemplan apelaciones. Añade que la plataforma es muy segura la utiliza el MOPT, la Universidad Latina, la UCR y también el Poder Judicial. En razón de lo anterior, destaca que podría ser una propuesta alterna al examen virtual en casas, para lo cual se puede pedir información a TI, sobre la plataforma para eventualmente avanzar en el tema del examen electrónico, pero presencial.  Se podría revisar el alquiler de tables por leasing, con la ventaja que como se pueden realizar en grupos pequeño se necesitarían menos tabletas por momento mañana y tarde. 
El Sr. Olman Ulate Calderón, indica parecerle un insumo viable y felicita a la Sra. Rosibel Jara y demás compañeros que están trabajando en el tema.
El señor Presidente, agradece el informe e indica que se debe esperar el criterio de las Comisiones que están analizando el tema.
7.3 La Sr. Sandra Arauz Chacón, indica que remitió las consideraciones al exp. 21971, “Adición de un Nuevo Capítulo VI al Título II del Código Procesal Civil, N° 9342 del 03 de febrero de 2016 y Reforma del artículo 9 de Ll Ley Orgánica del Colegio”. En cuanto al Código Procesal Civil, lo que el Dip. Villalta propone es que se reintegre el Incidente  “Beneficio de Pobreza”, que se fue eliminado con el nuevo Código Procesal Civil, sin embargo, desde el punto de vista conceptual su  desarrollo  en el proyecto de ley es diferente del concepto procesal correcto de este instituto, porque antes lo que se quería era el acceso a la justicia de personas con recursos limitados, donde el litigante no estaba obligado a hacer depósitos de dinero en los casos exigidos por la ley, pero lo que establece el diputado Villalta con esta modificación es que las personas de escasos recursos puedan litigar pero con un objetivo diferente que es la relación directa con el patrocinio y el acceso a un patrocinio. Entonces cambia completamente el desarrollo conceptual de lo que se requería con este Instituto Procesal.  El problema es que es omiso en establecer cómo se pagarían por ejemplo pagar honorarios de peritos, curadores y otros gastos en general en lo que sería en un proceso civil cuando se solicite el beneficio de Incidente de Pobreza. Otro serio problema del proyecto, es que se establece a través de dos salarios base que viene siendo talvez más del 50% de la población costarricense, lo cual a su vez, lo haría muy poco manejable, porque además de tener que presentarse la carga de la prueba por parte del solicitante haría esos procesos civiles aún más largos y no se podría ejecutar en una forma objetiva en razón de que a los abogados litigantes los dejaría prácticamente sin ningún trabajo porque además existen las Defensorías, Probono, Consultorios Jurídicos, entonces es un problema sumamente serio si se aprueba el proyecto como tal. Con respecto a la modificación que se propone del artículo 9 inciso 4 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, no se entiende la propuesta porque en realidad no establece si va a ser en forma gratuita o se va a pagar un monto menor y después si eventualmente ese porcentaje menor tendría que ser por medio de un decreto ejecutivo. Aunado a ello establece también en cuanto a los pero no dispone de ninguna forma cómo se realizaría esa modificación. 

El Sr. Álvaro Sánchez González, indica que leyó el documento, lo comparte en su totalidad y solicita a los señores Directores acogerlo y que sea criterio oficial en cuanto a ese tema. La señora Vicepresidente, felicita a la Sra. Sandra Arauz, por el análisis exhaustivo que realizó del proyecto. La Sr. Sandra Arauz Chacón, enfatiza que contó con la colaboración del Departamento Legal. 
SE ACUERDA 2020-21-021 Acoger como criterio oficial del Colegio, las consideraciones presentadas por la Sra. Sandra Arauz Chacón en conjunto con el Departamento Legal, a solicitud de esta Junta Directiva, sobre  la propuesta de modificación del Diputado José María Villalta al exp. 21971, “Adición de un Nuevo Capítulo VI al Título II del Código Procesal Civil, N° 9342 del 03 de febrero de 2016 y Reforma del artículo 9 de Ll Ley Orgánica del Colegio”.  Diez votos. Responsable: Directores visualizarlo ante los abogados diputados. 
7.4 El Sr. Daniel González Ramírez, solicita autorización del presupuesto por el monto de 95 mil colones para la actividad que se llevará a cabo el viernes 10 de junio, con motivo de la placa que se colocará en distinción del expresidente del Colegio Sr. William Muñoz Céspedes. El Sr. Presidente indica que en la actividad se contará con 
SE ACUERDA 2020-21-022 Se autoriza el presupuesto de ¢95.000.00, para la actividad que se llevará a cabo el viernes 12 de junio, a las 5:00 p.m., con motivo de la placa que se colocará en distinción del expresidente del Colegio Sr. William Muñoz Céspedes. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Protocolo y Eventos. Dirección Finanzas y Presupuesto. 
7.5 El Sr. Álvaro Sánchez González, indica que se acaba de recibir el informe de la Sr. Andrea Muñoz, Coordinadora Comisión de Género, donde emite criterio solicitado  sobre el Expediente N° 21.712 “Ley de Reparación Integral Para Víctimas de Femicidio”. Se tiene por recibido y será revisado para la próxima sesión.  

ARTICULO 8) INFORME DIRECCION EJECUTIVA. 

8.1 La Sra. Ethel Franco Chacón, con respecto a las ayudas económicas que el Colegio ha otorgado a los abogados en estado de vulnerabilidad con motivo de la afectación del COVID-19, informa que se recibieron 147 solicitudes, el monto entregado contando el aprobado en la presente sesión es de ¢35.570.00.00, de esas 147 solicitudes el 94% fue entregado a abogados litigantes. Añade que del Fondo de Retiro acumulado según informa la Oficina de Seguridad Social, se entregaron 196 millones de colones correspondiente a 1373 solicitudes. En cuanto al beneficio del  Consultorio Médico, se atendieron 98 personas, 51 agremiados y 47 familiares de agremiados de manera gratuita. Lo anterior, va contemplado dentro del video que está elaborando el Departamento de Comunicación para la divulgación correspondiente.
8.2 La Sra. Ethel Franco Chacón, indica que en sesión ordinaria 15-20 celebrada el 27 de abril del 2020, se tomó el acuerdo 2020-15-022, con el que se designó a la Sra. Daniela Castro Varela y el Sr. Álvaro Enrique Moreno Gómez, para enviar a la Corte que será tomada en cuenta para la  elección del representante titular de los abogados y abogadas litigantes en el Consejo de Administración de Puntarenas, pero debido a que a la Sra. Daniela Castro Varela, no le fue posible cancelar sus cuotas pendientes, se debe modificar el acuerdo a fin de designar a: Jorge Mario Miranda Núñez y Mario Andrés Barrantes Marín. Se mantiene el Sr. Álvaro Enrique Moreno Gómez. 
SE ACUERDA 2020-21-023 a) Modificar el acuerdo 2020-15-022, para retirar la postulación de la Sra. Daniela Castro Varela, por cuando tiene cuotas pendientes.  b) Queda por lo tanto como sigue:  En atención a la nota  325-2020 de la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia, se remite la siguiente terna para la elección del representante titular de los abogados y abogadas litigantes ante en el Consejo de Administración de Puntarenas: Sr. Álvaro Enrique Moreno Gómez, Sr. Jorge Mario Miranda Núñez y Sr.Mario Andrés Barrantes Marín. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría comunicar.

8.3 La Sra. Ethel Franco Chacón, con respeto al tema del Informe de Desempeño y Progresión del Centro de Investigación Jurídica en Línea  (CIJUL), donde se menciona 
liberar la información al público hasta el 2015, es porque el año pasado al CIJUL se le aprobó que del 2013 hacia atrás se liberaran las investigaciones, lo que quiere decir que están disponibles para cualquier persona que consulte. En tanto, las investigaciones más recientes serán de consulta únicamente para abogados y abogadas, utilizando la plataforma del CIJUL. En razón de lo anterior lo que la Directora del Centro está solicitando es que se libere un año más, el 2014. 

El Sr. Hugo Hernández Alfaro, señala considerar que no se debe limitar el material, ya que la utilidad finalmente es para todos. La Señora Directora Ejecutiva, aclara que el CIJUL en Línea, es un beneficio creado para los abogados y abogadas. 
SE ACUERDA 2020-21-024 De conformidad con la solicitud de la Sra. Dennia Fernández Morales, Directora del Centro de Investigación Jurídica en Línea  (CIJUL), se autoriza que se liberen las investigaciones y reseñas realizadas por el CIJUL hasta el año 2014 para que puedan ser consultados por cualquier usuario. Del año 2015 a la fecha quedan restringidas para los abogados y abogadas incorporados al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Diez votos. Responsable: CIJUL en Línea. 

8.4 La Sra. Ethel Franco Chacón, informa que se debe remitir a la Corte una terna para la elección del representante ante el Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
 
SE ACUERDA 2020-21-025  En atención a la nota 58-CAIICJZA-2019 del  Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que el Departamento de Comunicación y Mercadeo, divulgue convocatoria para los interesados en participar en la conformación de la terna para el cargo de litigante titular y suplente en representación del Colegio ante el Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Diez votos. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo. 

8.5 La Sra. Ethel Franco Chacón, brinda un informe del comportamiento del timbre al mes de mayo, donde señala que se presentó una recuperación de aproximadamente 31 millones más con relación al mes de abril. Sin embargo, en comparación al mes mayo del año 2019, son aproximadamente 157 millones de colones recibidos de menos. 

Para el mes de abril los gastos fueron mayores que los ingresos pese a que los primeros se redujeron en un 9%.  En consecuencia, resulta importante que tanto el Área Deportiva, el Departamento Académico como la Dirección de Sedes Regionales y el CAM, realicen un doble esfuerzo en vender servicios para ayudar al Colegio en sus ingresos.

ARTICULO 9) ASUNTOS BREVES Y TRASLADOS DE FISCALÍA.
9.1 ASUNTOS BREVES:
9.1.1  Expediente No:  147-20 (1)  Denunciado:  Lic. L. G. B. M..  Denunciante.  L. D. C. L.. 

SE ACUERDA 2020-21-026  Rechazar de plano la denuncia interpuesta por L. D. C. L. en contra del licenciado L. G. B. M. y ordenar el archivo del expediente.  Diez votos. Responsable: Fiscalía.
 

9.1.2  Expediente No:  087-20 (1)  Denunciado:  Lic. J. F.L. G..  Denunciante: M. A. A.. 

SE ACUERDA 2020-21-027 Declarar la incompetencia de la causa disciplinaria interpuesta por M.A. A. en contra del licenciado J. F. L. G. y ordenar el archivo del presente expediente. Además, ordenar remitir piezas ante el Juzgado Notarial. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.3  Expediente número:  103-20 (2).  Denunciado:  Lic. N. Q. N..  Denunciante:  M. C. Ch. M..   

SE ACUERDA 2020-21-028 Según lo establecido en el artículo 337 y 339 de la Ley General de la Administración Pública se recomienda acoger el desistimiento de la denuncia planteada por la denunciante y se ordena el archivo del expediente.  Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.4  Expediente Nº: 257-17 (2)  Denunciada: Lic. M. Y. J. P..  Denunciante: De Oficio (Tribunal de Inspección Judicial). 

SE ACUERDA 2020-21-029 De conformidad con los artículos 229 de la Ley General de la Administración Pública y 37.2 y 37.3 del Código Procesal Civil, rechazar por improcedentes, las excepciones de cosa juzgada, caducidad y prescripción, interpuestas por el Licda. M. Y. J. P. y ordenar continuar con la tramitación normal del presente procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.5   Expediente número:  115-17 (2).  Denunciado:  Lic. L. P. C. H..  Denunciante:  F. F. B.. 

SE ACUERDA 2020-21-030 Según lo establecido en el artículo 345 de la Ley General de la Administración Pública, lo procedente es rechazar por improcedente el recurso de revocatoria con apelación en subsidio y ordenar continuar con el trámite del procedimiento a fin de determinar la verdad real de los hechos denunciados. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.6  Expediente número:  352-19 (2).  Denunciada : Licda. A. R. R.    Denunciante:  De Oficio (Ministerio de Justicia y Paz).  

SE ACUERDA 2020-21-031 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley General de la Administración Pública avocarse el conocimiento del presente asunto y acordar: declarar sin lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por la Licda. A. R. R. y ordenar continuar con el trámite del procedimiento a fin de determinar la verdad real de los hechos denunciados. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.7  Expediente número:  209-19 (5).  Denunciado : Lic. Á. R. C.  Denunciante:  De Oficio (Tribunal Penal de Juicio de Heredia). 

SE ACUERDA 2020-21-032 Por avocación, de conformidad con los artículos 93, 345 y 346 de la Ley General de la Administración Pública, rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria con apelación en subsidio, interpuesto por el Lic. Á. R. C., contra la resolución que dio inicio al presente procedimiento administrativo disciplinario. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.8 Expediente: 026-19 (5). Denunciado: Lic. L.V. P.. Denunciante: X. M. Ch. Q. (Instituto del Café de Costa Rica).  

SE ACUERDA 2020-21-033 De conformidad con el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública, rechazar por extemporáneo el Recurso de Revocatoria interpuesto por la señora X. Ch. Q.; por lo que se mantiene incólume el acuerdo número 2019-28-040 tomado en la sesión ordinaria número 28-2019, y se ordena el archivo definitivo del expediente, dando por agotada la vía administrativa. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.9 Expediente número: 554-18 (5). Denunciada: Licda. M. Ch. V. Denunciante: A. S. Picado. 

SE ACUERDA 2020-21-034 Declarar sin lugar el Recurso de Revocatoria interpuesto por la señora A. S. P. y mantener incólume el acuerdo 2019-20-021 de la sesión ordinaria número 20-2019, celebrada el 23 de mayo del 2019, que dictó el Rechazo de Plano, ordenar el archivo del expediente y dar por agotada la vía administrativa. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.10 Expediente No: 478-18 (5).  Denunciado:  Lic. R. R. Á..  Denunciante:  De Oficio (Juzgado Penal de Batán).   

SE ACUERDA 2020-21-035 Confirmar lo resuelto por la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas, mediante resolución de las 13:25 horas del 10 de diciembre del 2019, declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por el Lic. R. R. Á., pues los argumentos presentados sobre el recurso versan sobre el fondo del asunto, ordenar continuar con el trámite del procedimiento a fin de determinar la verdad real de los hechos denunciados. Oportunamente se estará señalando hora y fecha para la celebración de la comparecencia oral y privada prevista en el artículo 309 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.11 Expediente Nº: 348-18 (5). Denunciado: Lic. J. A. S. S. Denunciante: M. K. R. H.. 

SE ACUERDA 2020-21-036 Homologar el acuerdo conciliatorio al que llegaron las partes en el presente procedimiento administrativo disciplinario y ordenar el archivo de las diligencias seguidas en contra del Lic. J.A.S. S.. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.12 Expediente N°: 051-20 (6). Denunciado: Lic. J. A. C. L.. Denunciante: M. L. R. C.. 

SE ACUERDA 2020-21-037 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 292 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, se rechaza de plano la denuncia establecida por la señora M. L. R. C. en contra del Lic. J. A. C. L., y ordenar el archivo del expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.

9.2 TRASLADOS:
9.2.1 Expediente N°073-20 (2).  Denunciado:  Lic. E. V. Ch.  .  Denunciante:  Lic. A. B. P..  

SE ACUERDA 2020-21-038 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.2 Expediente:  068-20 Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste – Pavas. 

SE ACUERDA 2020-21-039 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. El Sr. Rafael Ángel Guillén Elizondo se abstiene de votar el presente acuerdo. 
9.2.3 Expediente: 174-20 (4).  Denunciado:  Lic. G. G. A..  Denunciante:  M. del V. V. S. (Representante de Total Sinergia MYV S.R.L.). 

SE ACUERDA 2020-21-040 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.4 Expediente N°: 159-20 (4). Denunciado: Lic. G. A. R. F.. Denunciante: O. S. A.. 

SE ACUERDA 2020-21-041 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.5  Expediente N°  : 383-19  (4) .  Denunciado :  Licda. J. I. M. C..  Denunciante : M. A. R. (Apoderado Generalísimo del Banco Nacional de Costa rica).    

SE ACUERDA 2020-21-042 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.6 Expediente: 760-19 (5).  Denunciada:  Licda. M. M. S..  Denunciante:  L. N. P. .  

SE ACUERDA 2020-21-043 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.7 Expediente N°192-19 (2).  Denunciada:  Licda. S. J. B.  .  Denunciante:  A. V. A. B..  

SE ACUERDA 2020-21-044 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.8  Expediente:   076-19  (5).  Denunciado:  Lic. E. G. V.  Denunciante:  O. G. C. R..  

SE ACUERDA 2020-21-045 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.9  Expediente: 066-20  (6). Denunciado: Lic. W. . A.. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal, I Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón.)  

SE ACUERDA 2020-21-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.10  Expediente: 011-20 (6). Denunciado: Lic. W. F. A.. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal, I Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón.) 

SE ACUERDA 2020-21-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veintiún horas con trece minutos se da por finalizada la sesión. 
Lic. Álvaro Sánchez González                     MSc. Olman Alberto Ulate Calderón
                 Presidente                                                         Secretario

Voto en contra acuerdo:  2020-21-005 
Ximena Martín Chacón

Valeria Di Palma Carter

Rafael Ángel Guillén Elizondo

[image: image5.jpg]sy




[image: image2.png]


[image: image3.png]



[image: image4.png]